STJSL-S.J. – S.D. Nº  165/14.-

---En la Ciudad de San Luis, a diecinueve días de diciembre de dos mil catorce, se reúnen en Audiencia Pública los Sres. Ministros OSCAR EDUARDO GATICA, OMAR ESTEBAN URÍA, LILIA ANA NOVILLO y HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ - Ausente en este acto el Dr. FLORENCIO DAMIAN RUBIO, por encontrase en uso de Licencia - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar  sentencia en los autos: “GIANI ROMINA CELESTE c/ JT HOTEL CASABLANCA S.A. y OTROS s/ LABORAL - RECURSO DE CASACION”  IURIX Nº 223216/11.-
Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. LILIA ANA NOVILLO, OSCAR EDUARDO GATICA, OMAR ESTEBAN URÍA y  HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ. 
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en la sentencia recurrida alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del C.P.C. y C.?

III) Caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse de la ley en el caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO Dijo: 1) Que a fs. 145/148, la parte actora funda Recurso de Casación interpuesto a fs. 142, contra la Sentencia Nº 16/14, de fecha 21/03/2014 de fs. 137/139 vta., dictada por la Excma. Cámara de Apelaciones, Sala Civil, Comercial, Minas y Laboral, de la Tercera Circunscripción Judicial,  la cual revoca la sentencia de Primera Instancia, rechazando la demanda.-
2) Que a fs. 152/155, contesta traslado la contraria, solicitando el rechazo del Recurso con costas, en base a los fundamentos que allí desarrolla y que se dan por reproducidos en honor a la brevedad.-
3) Que a fs. 160/161 vta., se expide el Sr. Procurador General, quien opina que el Recurso de casación es improcedente.- 

4) Que corresponde en primer término determinar si se cumplen los requisitos establecidos para la Casación, a efectos de la admisibilidad del recurso en estudio.-

Que, del estudio de las constancias de la causa, surge que ha sido impetrado y fundado en tiempo, gozando del beneficio de gratuidad  por ser obrera y actora; siendo la resolución que se impugna una sentencia definitiva, por lo que se ha dado cumplimiento a las exigencias contenidas en los arts. 286 y 289 del C.P.C. y C., debiendo considerarse, en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el art. 301, inc a, del C.P.C.y C, que el recurso articulado deviene formalmente admisible.-
Por ello, VOTO a esta PRIMERA CUESTION por la AFIRMATIVA.-

Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA, OMAR ESTEBAN URÍA y HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ comparten lo expresado por la Sra. Ministro Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-

A LA SEGUNDA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO Dijo: 1) Manifiesta el recurrente, que funda la casación en el contradictorio criterio de la aplicación e interpretación de un norma legal, supuestos contemplados en los incs. a y b del art. 287 del C.P.C. y C, en razón que el Tribunal de Alzada se aparta claramente de la ley sustantiva, realizando una interpretación errónea de la normativa de la LCT.-

Considera, que ha quedado debidamente acreditado el vínculo laboral de la actora con la parte demandada. Entiende que la figura empleador/patronal es la misma y los servicios prestados por la trabajadora, fueron en beneficio de éste, por más que se pretenda ocultar diversas personas jurídicas.-

Señala, que el ocultamiento de la conformación societaria, es un fraude a la Ley de Contrato de Trabajo y principio de solidaridad (arts. 14, 30, 31 y cc y ss).
Concluye, que le asiste a la actora la aplicación de la ley más favorable (art. 9), el principio de in dubio pro operario y de presunción (art. 57), ante el apartamiento manifiesto y la interpretación atentatoria y violatoria de las normas del derecho laboral que realizan los sentenciantes, razón por la cual debe revocarse el fallo de Cámara y ratificar la sentencia de Primera Instancia.-

2) Para entrar al análisis de esta cuestión, este Alto Cuerpo tiene establecido jurisprudencialmente, que para la procedencia del recurso de casación, se debe alegar sobre la correcta interpretación legal, indicando en modo claro y preciso la forma que se ha violado la ley, invocada en el fallo, y cual es la interpretación correcta; circunstancia que si no se cumplimenta en autos, el recurso en estudio debe ser rechazado (Cfr. Fallo ut-supra citado).-
Que respecto al medio impugnaticio intentado, cabe señalar que una de las características típicas de la casación, es que sólo tiene viabilidad en el caso que exista un “motivo legal (causal); por ende no es suficiente el simple interés, el agravio, sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado, objetivado por ley. Por ello puede acotarse que su objeto es de delimitación restringida, pues está ceñido por dos elementos fundamentales, a saber: a) debe tratarse de una misma cuestión sobre la que versa el proceso principal, como sucede en todo recurso; b) siendo esa vía extraordinaria, no puede referirse a la integridad del asunto ventilado en el juicio, vale decir, que es preciso realizar una delimitación del tema recursivo” (Cfr. Juan Carlos Hitters, “Técnica de los Recursos Extraordinarios y de la Casación” 2ª Edición, p.213;  STJSL. “Chávez Mirta Nora c/ Obra Social Personal De Ind. Químicas y Petroquímicas  s/ Cobro De Pesos - Recurso De Casación”, 29-11-2007).-
Asimismo, debe recalcar que la fundamentación del recurso por alguna de las causales establecidas en el art. 287 del C.P.C. y C., exige la efectiva demostración del error jurídico que se le atribuye a la sentencia cuestionada. Así los argumentos de la impugnación deben dirigirse directa y concretamente, en contra de los preceptos que estructuran la construcción jurídica en que se asienta la sentencia. Tiene que replicarse en forma completa o adecuada a las motivaciones esenciales que el pronunciamiento cuestionado contiene, porque, de otra forma, aquellas permanecen firmes e impiden su revisión.-

3) Que analizados los hechos, considero procedente el recurso casatorio, compartiendo la conclusión arribada por la Juez de Primera Instancia en su sentencia Nº 157/2013, de fs. 107/113 vta., la que se ha adecuado a los hechos comprobados  y  acreditados en la causa.-

Que, la existencia de la relación laboral quedó debidamente probada en autos, correspondiendo desde ya, revocar la sentencia de Cámara, a fin de garantizar los principios que priman en materia laboral (protectorio, buena fe, equidad y primacía de la realidad), los que se ven vulnerados por la decisión, que prescinde de la correcta aplicación e interpretación de las normas de orden público laboral.
Que no caben dudas, en los términos de los arts. 25 y 26 de la LCT, el carácter de trabajador y empleador, que revisten recíprocamente la actora y los demandados.-

Que el art. 26 del citado cuerpo legal, define empleador: “a la persona física o conjunto de ellas, o jurídica que tenga o no personalidad jurídica propia, que requiera los servicios de un trabajador”.-

Que, no cabe soslayar que la falta de registro del contrato de trabajo se torna significativa en la determinación del sujeto empleador y, que a tal fin, cabe remitirse a la noción sucinta, que brinda el artículo citado, en tanto permite identificarlo como aquel que “requiera los servicios del trabajador”, ya sea que se trate de una persona física o conjunto de ellas, o jurídicas que tengan o no personería jurídica propia.-

Que en el caso, la falta de registración de la actora, le impedía conocer quién era el verdadero administrador del Hotel Casablanca, siendo por lo tanto, ajena a su conocimiento, la conformación de la nueva administradora, en tanto sus servicios eran prestados a JT Hotel Casablanca S.A., como consta en el precario recibo obrante a fs. 5.-

La falta de registración laboral por parte del empleador, hace aplicable la presunción de veracidad de las afirmaciones del trabajador reclamante, respecto a la modalidad del contrato, tiempo y salarios, habida cuenta que no hay constancias de los asientos de la erogación de los salarios, ni de que consignaran, en el libro especial del art. 52, LCT, y demás documental cuya presentación se intimara sin éxito a instancia de la actora. También corresponde el pago de los salarios fuera de la temporada, si la cooperativa demandada no demostró que la relación mantenida con el trabajador se ajusta a un contrato de temporada (Cfr. Lexis Nº  1/70050893-1- Cian, Abelardo F. v. Cooperativa Agroindustrial Arno Ltda.- 14/03/2008, acceso 8-11-2010; STJSL SD N° 78/10 “Barone Victoria Adela Lujan  c/ Hostería Posada del Sol  y Otros - Laboral – Recurso de Casación”, del 22/12/10).-

Que al encontrarse acreditada la prestación de servicios, hace operar a partir de entonces, en favor de la trabajadora, el régimen de presunciones legales del derecho laboral, el principio de inversión de la prueba y el in dubio pro operario arts. 23 y 50 LCT. y  59  C. Provincial.-

Que, considerar una solución contraria a la propiciada por el a quo, sería atentar contra el principio de la buena fe laboral, entre otros, el cual no puede verse vulnerado por maniobras societarias, tendientes a impedir el resarcimiento económico de un trabajador no registrado, por el desconocimiento u ocultamiento del real administrador, cuando ha demandado a los beneficiarios inmediatos de sus servicios.-
“La deficiente registración del salario -pago en "negro"- no puede interpretarse que encubra la consecución de fines extrasocietarios, pero sí que dicho obrar constituye un recurso que, perpetuado en el tiempo está destinado a evadir la ley, el orden público laboral (expresado en los arts. 7, 12, 13 y 14, LCT) la buena fe (que obliga al empresario a ajustar su conducta a lo que es propio de un buen empleador (art. 63, LCT) y para frustrar derechos de terceros (así, el trabajador, el sistema previsional, los integrantes del sector pasivo y la comunidad empresarial)". (Cfr. Suprema Corte de Justicia, Buenos Aires “Calmens, Roberto vs. Naiman, Jaime y otro s. Despido”, 28-08-2013; Boletín de Jurisprudencia de la SCJ de Buenos Aires (Dr. Jorge M. Galdós); RC J 18760/13. www.scba.gov.ar. Acceso: 15/09/14).-
Que en consecuencia, estimo ajustado a derecho la interpretación normativa realizada por el juez de primera instancia, tendiente a proteger al trabajador no registrado, principalmente ante la posible configuración de fraude laboral,  por lo que atendiendo a los principios de justicia social, a los generales del derecho del trabajo, la equidad, y la buena fe, corresponde hacer lugar a los agravios de la actora, revocando la sentencia de la Excma. Cámara.-
Por lo tanto y oído al Sr. Procurador General, VOTO a esta SEGUNDA  CUESTIÓN POR LA  AFIRMATIVA.-
A ESTA SEGUNDA CUESTION, el Dr. OMAR ESTEBAN URIA Dijo: Que ADHIERO a los argumentos desarrollados por la Sra. Ministro preopinante, haciendo fundamental hincapié a la interpretación del art. 30 de la LCT,  efectuada por la Juez de Primera Instancia en su sentencia Nº 157/2013 del 06/10/2013, fs. 107/114, en cuanto a la solidaridad de los empleadores, la que considero de relevancia para la solución que se propicia.

Que en efecto, la solidaridad regulada en el art. 30 de la citada ley, queda sujeta a que se compruebe la contratación de trabajos o servicios correspondientes a la actividad normal y específica propia del establecimiento.

Que en el caso, quedó debidamente comprobada que la actividad que desarrollaba la actora, recepcionista para el hotel, era propia y se encontraba vinculada al giro normal de las empresas.

Que, el principal objetivo de la solidaridad no es otro que evitar el fraude y proteger el crédito laboral, ante la alternancia de empleadores con continuidad comercial y laboral, que puede traducirse en el desconocimiento de los derechos adquiridos por los trabajadores, lo que no puede ser convalidado, en resguardo de las garantías constitucionales que protegen al más débil de la relación; más aun, en el caso de la actora, cuyo vínculo laboral no se encontraba  registrado (Cfr. art.  14 bis CN, 59  in fine C. Provincial, 9, 11 y c.c. de la LCT).
Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA, OMAR ESTEBAN URÍA y  HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ comparten lo expresado por la Sra. Ministro Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta SEGUNDA CUESTIÓN.-
A LA TERCERA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO Dijo: Dada la forma como se ha votado la cuestión anterior, considerando que el Tribunal sentenciante ha interpretado erróneamente la Ley de Contrato de Trabajo, configurándose así la causal prevista en el art. 287 inc. b) del C.P.C. y C., conforme argumentos desarrollados en la segunda cuestión, corresponde por ello casar la sentencia venida en recurso. ASI LO VOTO. 
Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA, OMAR ESTEBAN URÍA y HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ comparten lo expresado por la Sra. Ministro Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta TERCERA CUESTIÓN.-
A LA CUARTA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO Dijo: Dada la forma en que se han votado las cuestiones anteriores, corresponde: Admitir el recurso de casación interpuesto por la actora y, en consecuencia CASAR la sentencia Nº 16 de fecha 21/03/2014 a fs. 137/139 vta., dictada por la Excma. Cámara de Apelaciones, Sala Civil, Comercial, Minas y Laboral de la Tercera Circunscripción Judicial, dejando firme la sentencia de primera instancia Nº 157 de fecha 7 de octubre de 2013. ASI LO VOTO.
A ESTA CUARTA CUESTION, el DR. OMAR ESTEBAN URIA Dijo: Que atento como se han votado las cuestiones anteriores, corresponde HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto. ASI LO VOTO.
Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA, OMAR ESTEBAN URÍA y HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ comparten lo expresado por la Sra. Ministro Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-

A LA QUINTA CUESTIÓN la Dra. LILIA ANA NOVILLO, Dijo: Las costas de las tres instancias se imponen al demandado (art. 68 del CPC y C.). ASI LO VOTO.-
Los Señores Ministros Dres. OSCAR EDUARDO GATICA, OMAR ESTEBAN URÍA y HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ comparten lo expresado por la Sra. Ministro Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-

Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:
San Luis, diciembre diecinueve de dos mil catorce.-
Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Admitir el recurso de casación interpuesto por la actora y, en consecuencia CASAR la sentencia Nº 16 de fecha 21/03/2014 a fs. 137/139 vta., dictada por la Excma. Cámara de Apelaciones, Sala Civil, Comercial, Minas y Laboral de la Tercera Circunscripción Judicial, dejando firme la sentencia de primera instancia Nº 157 de fecha 7 de octubre de 2013.-

II) Costas de las tres instancias al demandado (arts. 68 del CPC y C.).
REGISTRESE  y NOTIFIQUESE.-
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. OSCAR EDUARDO GATICA, OMAR ESTEBAN URIA, LILIA ANA NOVILLO  y  HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme Reglamento Expediente Electrónico.- 
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